
ASPECTOS -1URIDICOS DE LA 
INTEGRACION DE AMERICA 

LATINA 

L os TRATADOS que han puesto en marcha los proce­
sos integracionistas de Latinoamérica así como las 
disposiciones que emanan de ellos, en tanto que ins­

trumentos jurídicos, requieren para su aplicación y obser­
vancia del copcurso amplio y cuidadoso de los profesionales 
-del derecho. 

La complementación y articulación a nivel zonal de las 
·economías regionales precisa, pari passu, de un "derecho 
latinoamericano común" que sustente y regule a las nuevas 
-estructuras. 

A medida que se avanza en la liberación de los inter­
cambios zonales se hace más patente la necesidad de incor­
porar en los regímenes jurídicos de los Estados latinoameri­
canos las medidas legales que aseguren el cumplimiento y 
la efectividad de las desgravaciones otorgadas, mantengan 
los márgenes de preferencia establecidos, impidan prácticas 
contrarias al correcto funcionamiento del comercio intra­
rregional, evitrn tratamientos internos discriminatorios de 
las importaciones provenientes del área, permitan la apli­
cación de una nomenclatura arancelaria común, establezcan 
sistemas de arbitraje y solución de controversias y propicien 
la adecuada coordinación y uniformización de las normas 
y usos mercantiles, particularmente en aquellos aspectos 
aplicables a las compraventas internacionales, a la capacidad 
para ejercer el comercio o a los requi sitos para el otor­
gamiento de representaciones mercantiles, poderes o comi­
siones. 

Con vistas a esta situacwn, el Tratado de Tegucigalpa 
establece en sus artículos VI y VII la obligac ión de las Par­
tes Contr-atantes de velar porque ninguna di sposición de tipo 
legislativo o arlministratiYo dificu lte indebidamente la libre 
circulación entre las propias Partes, ele personas, bienes y 
capi tales, así como la de esforzarse por uniformizar las dis­
posiciones legislat ivas que afecten las actividades producti­
vas den tro del territorio de la zona. 

El Tratado de Montevideo, debido a que como fin inme-
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diato persigue solamente el de establecer una zona de libr( 
comercio, no contiene al respecto disposiciones tan categó­
ricas como las señaladas en el párrafo precedente. No obs­
tante lo anterior, y dado que el objetivo mediato de la 
Asociación Latinoamericana de Libre Comercio es llega r al 
mercado común, -el referido Tratado comprende diversas dis­
posiciones que conducen necesariamente a la estructuración 
de un "Jerecho zonal". Prueba ele ello lo tenemos en el ar­
tículo 15 del propio documento que compromete a las Partes 
Contratantes a procurar armonizar sus regímenes de impor­
tación y exportación, así como los tratamientos aplicables a 
los capitales, bienes y servi cios procedentes ele fu era de la 
zona; en el artículo 16 del mismo ordenamiento que obliga 
a los Estados miembros a coordinar sus respectivas políticas 
de industrialización; y en el artículo 54 que estipula la obli­
gación de las citadas Pa rtes Contratantes para empeñar sus 
máximos esfuerzos en orientar sus políticas hacia la crea­
ción de condiciones favorables al establecimiento del mer­
cado común latinoamericano. Con base en este artículo la 
Resolución 100 (IV) de la Conferencia de las Partes Con­
tratantes del Tratado de Montevideo ha establecido ya un 
amplio programa de complementación e integración econó­
micas de la ALALC para cuya realización necesita en múl­
tiples aspectos de la existencia del ''derecho zonal" a que 
nos · referimos. 

La integración de las economías latinoamer icanas re­
quiere, como condición indispensable, la armonización y 
complementación de las disposiciones jurídicas vigentes, a 
fin ele crear la estructura institucional adecuada y coordi­
nar las normas legales sobre inversiones extranjeras, fo­
mento a la industrialización, capacidad de las personas, 
sociedades mercantiles, r-egímenes fi scales y de seguridad 
social, condiciones laborales, tránsito ele personas, así como, 
en general, de todas aquellas normas de derecho aplicables 
a las actividades económicas sobre las que inciden los pro­
cesos de integración. 

Reconociendo lo anter ior, la Resolución 251 de la CEPAI., 

adoptada. en su undécimo Período de Sesiones que se efec­
tuó en la ciudad de México el mes de mayo de 1965, "n­
comienda a la Secretaría de dicho organismo la creación 
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de un grupo de trabajo ad hoc encargado de examinar los 
aspectos jurídicos de la referida integración.' 

Ahora b ien , como una posible con tribución a los traba. 
jos del grupo ad hoc que se menciona en el párrafo ante· 
rior, cabría apuntar la posibilidad de que la acción de 
los juristas en el proceso de integración latinoamericano se 
realizara fundamentalmente en los campos siguientes: 

a) Educativo 

Conviene aquí intensificar los es fu erzos para: 1) Intro­
ducir cuanto antes la materia de la integración en los planes 
de estudio de las facultades y escuelas de derecho; 2) Pre­
parar los temarios y programas adecuados para ese efecto; 
y, 3) Coadyuvar a la formación de especialistas en la ma­
ter ia a través de la organi zación y desa rrollo de cursos de 
posgracluados sobre temas jurídicos de particular importan­
cia para la referida integración. 

Respec to al primer punto cabe señalar que la pr imera 
Reunión ele Ministros de Relaciones Exteriores de las Partes 
Contratantes del Tratado de Montevideo y la quinta Confe­
rencia ele dichas Partes Contratan tes, celebradas en los úl­
timos meses ele 1965, acordaron "solicitar a las autoridades 
educac ionales ele las Partes Contratantes la conveniencia ele 
incluir los temas de la integración latinoamericana en los 
programas de enseñanza, en especial en los de nivel supe­
rior". Con vistas a estas resoluciones el Comité Ejecutivo 
Permanente ele la ALALC se ha dirigido a los gobiernos de 
los Estados miembros para instarlos a que efectúen las ges­
ti ones pertinentes y dichos Estados, por su parte, ya han 
iniciado los trámites correspondientes ante sus respectivas 
universidades, fa cultades o escuelas. 

Es de destacar aquí la importancia que tiene para la 
rea li zación de este objetivo el que las Conferencias Latino­
americanas de Facultades ele Derecho se ocupen amplia­
mente del tema a fin ele dar su mu y valio5o apor te el es­
tablecimiento de los cursos de referencia . 

Por lo que toca a la elaboración de los temarios y pro­
gramas idóneos, se han efec tuado ya algunos trabajos ini­
ciales, principalmente por el Institu to lnterlatinoamericano 
de Estudios Jurídicos In ternacionales que tuvo su antece­
dente inmediato en la Mesa Redonda de Profesores de De­
recho Internacional del Hem isferi o Occidental celebrada en 
San José de Costa Rica del 31 ele marzo al 5 ele abri l de 
1963, y que, en su reunión constitu ti va efectuada en Bo­
go tá del 18 al 23 de marzo ele 1964, acordó la preparación 
el e esquemas sobre el contenido de cursos básicos de Dere­
cho Internacional , tanto público como privado, que tengan 
en cuenta los problemas jurídi cos internacionales relaciona­
dos con el desa rrollo económico y social. Asimismo, el Ins­
tituto para la Integración de Améri ca Latina (I NTAL) pa­
trocinado por el Banco Interamericano de Desarrollo, tiene 
programada una reunión de especialistas para preparar un 

1 Véase el texto de esa resolución en el Suplemen to de Comercio 
Exterior, Banco Naciona l de Comercio Ex terior, S. A., Vol. XV , N9 
'i , .1\léxico, mayo de 1965. 
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esquema ele curso básico para facultades de de recho, sobre 
integración latinoamericana. 

La urgencia de contar con cursos y temarios adecuados' 
sobre este tema se ha hecho sentir ya en diversos centros 
de enseñanza superior latinoamericanos entre los que po­
demos citar a la Universidad de Sao Paulo que reciente­
mente se ha diri gido al Comité Ejecutivo Permanente de la 
Asociación Latinoamericana de Libre Comercio para que 
se le env íen temarios y otros elementos que puedan ser de 
utilidad para la elaboración de programas de cursos sobre 
aspectos jurídicos de la integración. 

Por último, en lo que a tañe a los cursos de especiali za­
ción, el mencionado Instituto para la Integración de Améri­
ca Latina ha realizado ya diversos cursos en los que han 
sido tratados los aspectos legales de la integración tanto en 
lo que se refiere al Mercado Común Centroamericano como. 
en lo que respecta a la Asociació n Latinoamericana de Li­
bre Comercio y, con la colaboración de la Unión Paname­
ricana, tienen programados una serie de estudios y semina­
r ios sobre los mismos temas, entre los que destacan los 
relativos : a los aspectos institucionales de la ALALC y de la 
integración centroamericana, al estudio comparativo de los 
sistemas de seguridad social y a los correspondientes a 
los regímenes jurídicos sobre movilidad de la mano de obra, 
sociedades mercantiles, seguro y reaseguro, empresas mul­
tinacionales, títulos-valor, sistemas bancarios y financieros, 
propiedad industrial y servicios públicos. 

En esta misma materia algunos otros organismos lati­
noamericanos como el Insti tuto de Pesquisas y Altos Estu 
dios Internacionales de Río de J aneiro, tienen proyectada 
la celebración de cursos de extensión un iv·ersitaria sobre 
temas relacionados con el " derecho de la integración lati-

. " noamencana . 

Es conveni·ente coordinar e intensificar todos estos es­
fuerzos a fin de contar cuanto antes con el instrumental 
necesario para in iciar la enseñanza y especialización en la 
materia, tarea a la que puede contribuir en forma decisiva 
tanto la Conferencia Latinoamericana de Facultades de De­
recho, a que ya nos hemos referido, como el Banco Inter­
americano de Desarrollo, el que, según lo expresado por su 
presidente el señor Felipe Herrera, en la segunda Sesión 
P lenaria de dicha institución, efectuada en la ciudad de 
México el mes de abril de 1966, ti ene entre sus tareas la 
de ser el Banco de la Unive rsidad ele América Latina. 
Sobre este particular el mencionado banco ya ha organizado 
para el mes de marzo de 1967 un seminario para profe­
sores de derecho, sobre "Aspectos Jurídicos de la Integra­
ción" con la colaboración ele un grupo de especialistas eu­
ropeos y latinoamericanos que elaborarán los documentos 
de trabajo correspondientes bajo la doble perspectiva de los 
procesos de integración de Europa y de América Latina. 

b) Legislativo 

La elaboración e integración de un "derecho latino­
americano" que responda y sustente a las nuevas estructu­
ras, debe captar la a tención preferente de los juristas de 
América Latina. En este campo precisa que la actividad 
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d e los profesionales del derecho se encamine en pnmer lu ­
ga r a determin ar aquellos aspectos que requi eren con mayor 
urgencia de una legislación uniforme. Una vez establecido 
lo anterior podría pensarse en considerar en forma siste­
máti ca los proyec tos de codificaciones y di sposiciones 1::.-ga · 
les ex istentes, a fin de ap rovecha r al máximo los esfu erzos 
ya reali zados. P or último, y con vistas a todos estos trabajos 
y a los nuevos estudios que se estime necesa rio llevar a 
cabo, se elaborarían los textos legales que requiere la inte· 
g ración para someterlos a la consideración de los organi s­
mos competentes. 

Sobr-e este particul a r son mu y ilustrativos los trabajos 
efectuados en el Primer Seminario sobre Integración J urí­
dica Centroameri cana realizado en San Salvador durante 
el mes de febrero de 1966. En esta reunión , representantes 
de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial de los países 
centroameri canos cambiaron impresiones y formularon es­
tudios sobre d estado actual de la unificación legislativa 
centroameri cana , los aspec tos que en el futuro debe com­
prender dicha unificación y la forma en que ésta deberá 
conducirsr. Producto de los trabajos realizados fu eron una 
seri e de recomendaciones a la Secretaría General de la 
ODE CA para que : sirva de centro de coordinación de las 
actividades necesarias para unifi car las leg islaciones de los 
Estados miembros, gesti one ante di chos Estados las medidas 
conducentes a ev itar que se continúe legislando a nivel na ­
cional en a·quellas materi as en que la di versidad legislativa 
pueda incidir desfavorabl emente en la marcha y el progreso 
de la integración, forme las comisiones que considere con­
veniente para la elaboración de proyectos de leyPs unifor­
mes o de tratados centroamericanos en materias de su com­
petencia, estudie las posibilidades de crear órganos con 
facultades legislativas centroameri canas y cree un reg istro 
general de legislación centroamericana. 

Asimismo, la referid a reumon exhortó al Instituto Cen­
troamericano de Derecho Comparado para que se avoque al 
estudio de diversos proyec tos de leyes uniformes sobre de­
r echo marítimo, títulos-valor, transportes, sociedades mer­
cantiles, seguros, obligaciones, propiedad indmtrial y mi­
gración . 

Como complemento de estas resoluciones el Seminario 
a cordó instar a los Estados miembros de la ODECA para que 
Qtorguen la más alta prioridad a la adopción de los instru­
mentos legales en materia de integración que les hayan sido 
sometidos o que en lo sucesivo se les propongan. 

Por otra parte, la Comisión Jurídica Interamericana de 
la OEA, en su reunión de Río de Janeiro efectuada durante 
el mes de agosto de 1966, acordó pedir a los gobiernos 
ameri canos la constitución de comisiones nacionales de co­
dificación del derecho internacional , para que examinen los 
temas que se debatirán en la Conferencia Especializada de 
1967. 

Con anterioridad a estas reuniones, los juristas latino­
americanos han celebrado diversos encuentros para cambi ar 
ideas sobre los aspectos legales de la integración . 

Así, en 1959 la Universidad de Chile celebró en Arica 
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un semina rio sob re problemas jurídico-económicos de las 
zonas de lib re comercio y poco después la Universidad Ca­
tóli ca el e V'a lpa ra íso efectu ó otro sobre el mismo tema; en 
noviembre de 1960 la Asoc iac ión Argentina de Derecho 
Comparado rea l izó un a reuni ón sobre los " problemas de 
derecho pri\·ado den tro de la ALA L C y de la zona de li b re 
comercio" ; en ab ril de 1963 la III Conferencia de Facul ­
tades Latinoameri canas de Derecho, celebrada en Santiago, 
se ocupó de la "problemáti ca jurídico-social de las zonas de 
libre comercio" y meses más ta rde, en noviembre del mismo 
año, tm·ieron luga r: en Montev ideo, el Semin ario sobre 
aspec tos legales de la ALALC orga ni zado por la Fundación 
Interameri cana de Abogados, la Facultad de Derecho y Cien­
cias Sociales de Uru gua y y el CoiPgio de Abogados de la 
misma ciudad, y, -en Santi ago de Chile, la Asamblea de Ju ­
ristas Iberoameri canos que se reunió para sentar las bases 
de un Códi go P enal Tipo pa ra lberoamérica. 

Asimismo, en la X Conferencia de la International Bar 
Assoc iation, cclPhrada en el mes de junio de 1964, la re­
presentación de México, pa ís anfitrión , presentó y desarro­
lló, por primera vez en este tipo de eventos, un documento 
sobr-e los aspectos y consecuencias legales de las integra­
ciones económicas regionales, que orig inó diversas suges­
ti ones de los conferencistas para que estas materi as con· 
tinúen tratándose por la International Bar Association en 
reuniones posteriores. 

Correlati\·amente a estas actividades, t:>x iste actualmente 
un número considerable de proyec tos rle legislación unifor­
me la tinoameri cana, entre los que podemos citar: el Código 
de Derecho Internacional Privado ele Améri ca Latina , de 
la Comisión Interamericana de Juristas de la OEA; la Ley 
Uniforme sobre Arbitraje Comercial Interameri cano, de la 
propi a Comisión ; el Anteproyecto de Código Aduanero Uni­
forme, preparado por la Comisión de P olítica Comercial 
de la ALALC ; d Proyecto de Convención sobre la Ley U ni· 
form e de Venta Internacional ele Bi t:> nes Muebles Corpora­
les, de la referida Comisión lnteramericana de Juristas ; y 
el Reglamento de la Comisión Interameri cana de Arbitraje 
Comercial, así como los trabajos reali zados por la Asam­
blea de Juristas Iberoameri canos para sentar las bases de 
un Código P enal Tipo pa ra Iberoaméri ca y los proyec tos 
daborados por la Unión Internacional del Notari ado La­
tino para uniformi zar las di sposiciones jurídicas en materi a 
de sociedades, r-egímenes matrimoni ales, donaciones y su­
cesiones . Dentro el e estas disposiciones ocupa un lugar de 
señalada importancia el Protocolo sobre Uniformidad del 
Régimen Legal de los Poderes, elaborado dentro de la OEA 

y suscrito por diversos países latinoamericanos entre los 
que se encuentra México. 

Independi entemente de los estudios y trabajos efectua­
dos a ni vel latinoamericano, son el e considerarse los pro­
yectos ele leyes uniformes producto de otras reuniones in­
ternac ionales de ma yor amplitud . Entre éstos revi sten muy 
particular importancia los proyectos de Ley Uniforme sobre 
la Venta Internac ional de Mercader ías y de Ley Uniforme 
sobre la Formación de Contratos para la Venta Interna­
cional de Mercaderías, aprobados en la Com·ención de La 
Haya de abril de 1964 y abiertos a la adhes ión de todos los 
países, las Condi ciones Generales sobre Contratos-Tipo ela­
boradas ba jo los auspicios ele la Comisión Económica pa ra 
Europa ele las Nac iones Unidas; y las "Condiciones Gene­
rales. de entrega de mercancías entre organ izaciones del co­
mercio internac ional de los países miembros del Consejp 
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para la Ayuda Económica Mutua" , vigentes en el COME­

CON! 

Estimamos que algunos de los proyectos de legislación 
uniforme antes señalados pueden ajustarse con rela ti va fa ­
cilidad a las necesidades de la integración la tinoameri cana 
proporcionando un efectivo apoyo a la misma. 

Un ejemplo de esto lo constituyen los diversos proyec­
tos y di spos iciones legales relativos a las compraventas in­
ternacionales. Como afirma el Lic. Barrera Graf en la obra 
citada, la que prácticamente resumimos en este punto, la 
Ley Uniforme sobre la Venta Internacional de Mercaderías 
y la Ley Uniforme sobre la Formación de Contratos para 
la Venta Internacional de Mercaderías, aprobadas en la 
Conferencia de La Haya de 1964, así como las condiciones 
generales de contratación del COMECON y los contra tos tipo 
de la Comisión Económica para Europa de las Naciones 
Unidas, constitu yen muy valiosos instrumentos para esta­
blecer un régimen que proporcione una adecuada seguridad 
y unifonnizac ión en las transacciones comerciales que se 
efectúen tanto a nivel zonal como con terceros países. Para 
no referirnos sino a una de las r-eglamentaciones mencio­
nadas, cabe apuntar lo conven iente que se ría que en las 
diversas reuniones sectoriales de la ALALC se considerara la 
posibilidad de establecer contratos tipo para las compra­
ventas intrarregionales de los productos objeto de las pro­
pias reuniones. 

Como apoyo a la idea de apli car algunos de los pro­
yectos existentes con las modalidades que en su caso proce­
dan, a los rec¡uerimi·entos de la integración latinoameri cana, 
tenemos el ejemplo del Reglamento de Conciliación y Ar­
bitraje de la Cámara de Comercio Internacional que puede 
Qperar a través del Reglamento de la American Arbitration 
Associa tion cuando se trate de confli ctos originados en 
operaciones con nacionales de los Estados Unidos de No r­
teaméri ca, o bien aplicando el Reglamento de la Comisión 
lnteramericana de Arbitraje Comercial, cuando el conflicto 
se refi.r ra a operacionrs celebradas con vendedores o com­
pradores de países latinoamericanos. 

Conforme indicamos anteriormen te, la CE PAL ha resuel­
to constituir un com ité ad hoc que se ocupe de los aspectos 
jurídicos de la integración . Estimamos de gran importancia 
que cuanto antes pueda iniciar sus actividades este comité 
-posiblrmcnte con la colaboración de la Com isión lnter­
americana de Juri stas de la OEA- a fin de estudiar, en 
forma si~temá tica y jerarquizada, los múltiples aspectos le­
gales que presenta la integración de América Latina , coor­
dinando y aprovechan do en el mayor grado posible los es­
fuerzos rC'a li zados hasta la fecha. 

Un ejemplo claro de la accwn inmediata que puede to ­
marse C' J\ este campo lo constituye el aporte que al Mercado 
Común Europeo ha proporcionado la Comisión Económica 
para Europa ·en la elabo ración de contra tos tipo de com­
praYentas internacionales. 

2 \' er, respecto a todos estos proyec tos, el magnífico es tudio del 
Lic. J orge Barrera Gral, titulado: La reglnmenta ción uniform e de 
las compraL·entas interna cionales de mercaderías. Univers idad Nacio­
nal Autónoma de !\léxico, 1965. 

Octubre de 1966 

e) Asesor 

Los órganos de la ALALC y de la SIECA requieren, asi­
mismo, de en ti dad es técnicas supranacionales que los ase­
so ren de manera permanente en los múltiples aspectos ju­
rídi cos que los procesos integracioni stas van planteando. 
Sobre este particular es de mencionarse el aporte del Ins­
tituto de Derecho Comparado Centroamericano a ese Mer­
cado Común y las propuestas que algunos organismos e 
in stituciones han presentado al Comité Ejecutivo Perma­
nente de la ALALC para darle su colaboración en materia 
jurídica, entre los que podemos mencionar a la Unión In­
ternacional del Notariado Latino. 

Conviene considerar la forma y términos más conve­
nientes y efectivos de dotar a los citados órganos de una 
adecuada asesoría en materia legaJ.3 

d) Prestación de serv~cws 

Por último, y entrando en el campo de las relaciones de 
los abogados con sus clientes, conviene fomentar y des­
arrollar los servi cios jurídicos que dichos profesionistas 
presten en la materia, a través, entr·e otros instrumentos: 
de reuniones de difusión y especialización sobre diversos 
aspectos jurídicos concretos de la integración de América 
Latina, organizadas por las barras o colegios de abogados 
respectivos; de la compilación y publicación sistemática de 
las diversas leyes que ri gen en los países lat~noam~ricanos 
a aquellas actividades relacionadas con la cttada mtegra­
ción, a fin de hacer más expedita y oportuna su consulta ;4 

así como de la reali zación de intercambios de experiencias 
y de puntos de vista entre los propios aboga?os _sobre pro­
blemas jurídicos comunes, a traves de semmanos o reu­
niones de abogados, a nivel latinoamericano. 

Según puede observarse de todo lo anter_ior, los . ~raba­
jos de carácter jurídi?o relaci~na?~s c?~ la mtegrac1?n. de 
América Latina, si bten de s tgmhcacwn, han constitmdo 
esfu erzos parciales y di spersos que requieren en el. fut~~o, 
cada vez con mavor apremio, de una mayor coordmacwn, 
difusión y desa rrollo, a fin de permitir con amplitud a los 
juristas latinoamericanos ·encauzar sus esfuerz~s de manera 
más eficaz y positiva en la tarea de crear la mfraestructu­
ra jurídica que necesa riamen te deberá sustentar a una 
América Latina integrada. 

3 Una posible form a a este respec to se ría la de constituir, dentro 
de la ALALC y de la SIE CA, Comisiones Asesoras de Asuntos Jurídicos. 

• Sobre el particular, ex iste el ejemplo de los Recu.eils pratiques 
du Droz:t des Affaires dans les Pays du Marché Commun, publica dos 
por ediciones Júpiter que han merec ido la aprobación de los más 
altos func ionar ios de la Comun idad Económica Europea y que, hasta 
la fecha, han compilado y mantenido al día las legislaciones de la 
"Europa de los Seis" sobre sociedades mercantiles , es tatutos de las 
personas, prác ticas comerciales, legislac iones soc ia les, regím enes fi s­
ca les, banca y bolsa, comercio ex terior y aduanas, agricultura y 
a limentación, estando en preparación nu evos volúmenes sobre otras 
ma terias relaciona das con la integración económica europea como 
los aspec tos de los transportes y de los seguros. 
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